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Accionante: Juan David González Celis   

Accionado: Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira
Decisión: niega

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDENCIA / DEFECTO MATERIAL O SUSTANTIVO.
“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

“Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho”.  (…)

“… Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene…”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, veinte (20) de febrero de dos mil diecinueve (2019)  

Hora: 02:55 p.m. 
Aprobado por Acta No. 0166 

	Radicación: 
	66001 22 04 000 2019 00021 00

	Accionante: 
	Zulma Stella Celis Martínez, agente oficiosa de Juan David González Celis     

	Accionado: 
	Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira    

	Decisión: 
	Niega



ASUNTO:

Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por la señora ZULMA STELLA CELIS MARTÍNEZ, quien actúa en calidad de agente oficiosa de su hijo JUAN DAVID GONZÁLEZ CELIS, en contra del JUZGADO SEXTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por la presunta vulneración del derecho fundamental al debido proceso. 
ANTECEDENTES:

Manifestó la accionante que el día 7 de diciembre de 2018 presentó acción de tutela en contra de la EPS Medimás, propugnando por los intereses de su hijo Juan David González Celis, trámite que le correspondió por reparto al Juzgado Séptimo Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira; Despacho que a partir del auto admisorio de la tutela decretó una medida provisional en la que le ordenaba a la aludida EPS que procediera a entregar de manera inmediata del medicamento “MOLTOBEN JARABE No.9 frascos por 20MG/5C.C” para el tratamiento de las patologías que aquejan al menor.

No obstante lo anterior, la EPS incurrió en desacato a la orden emitida por el juzgado, por lo que la señora Zulma Stella impetró ante el Despacho de conocimiento un incidente de desacato en contra de la EPS Medimás por desatender la medida provisional.

El 18 de diciembre de 2018, el Juzgado Séptimo Penal Municipal de Garantías de Pereira decidió tutelar los derechos fundamentales del menor Juan David, por lo que mantuvo en vigencia la medida provisional decretada al inicio de la acción tuitiva.

A pesar de lo anterior, para el mes de enero del año que transcurre, la EPS no había dado cumplimiento a las órdenes impuestas por el mencionado Juzgado, por lo que el 16 de enero del 2019 presentó un nuevo incidente de desacato.
Como consecuencia de lo anterior, el 21 de enero hogaño el Juzgado Séptimo Penal Municipal de Garantías de Pereira impuso sanción en contra de los doctores Néstor Orlando Arenas Fonseca y Julio César Rojas Padilla, Presidente y Representante Judicial de la EPS Medimás, decisión que revisó en grado de consulta el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, el cual decidió modificar la sanción impuesta por la Juez A Quo, en el sentido en que la sanción solo recaerá contra el Doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca.
Expresó la accionante que con esta decisión, el Juzgado Sexto Penal del Circuito desmejoró notoriamente la garantía de cumplimiento del fallo judicial, violando los derechos fundamentales contenidos en los artículos 13 y 29 de la Constitución, y también la Ley de Infancia y Adolescencia, puesto que se prolongará aún más la afectación de los derechos fundamentales de su hijo, dado que es el representante legal de la entidad quien tiene mayor capacidad para ordenar y ejecutar las órdenes impartidas, a diferencia del presidente de la entidad, quien únicamente se encarga de labores de direccionamiento.
Finalmente, manifestó la señora Zulma Stella que la acción de tutela resulta ser el medio más idóneo para resolver esta situación y lograr la efectividad y respeto de los derechos fundamentales a la salud y a la vida de su hijo, debido a que el tratamiento que requiere el menor para tratar la patología no se puede seguir interrumpiendo.
PRETENSIONES:

Con base en lo anterior, solicitó la accionante que se ampare el derecho fundamental al debido proceso de su hijo, y en consecuencia se ordene la vinculación del representante legal de la EPS Medimás a la sanción impuesta en el incidente de desacato, para que se le impongan las sanciones respectivas y se le dé nuevamente la orden del cumplimiento del fallo de tutela.

TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 6 de febrero del año que transcurre, fecha en la cual se avocó su conocimiento y se ordenó la notificación y traslado al Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 

De igual forma se ordenó vincular a los funcionarios de la EPS Medimás, Néstor Orlando Arenas Fonseca y Julio César Rojas Padilla, así como al Juzgado Séptimo Penal Municipal Con Funciones De Control De Garantías, con el fin de que se pronunciaran sobre los hechos materia de debate.

En el mismo auto, decidió el Despacho negar la medida transitoria solicitada por la accionante debido a que no se evidenció el perjuicio cierto e inminente que presupone ese tipo de medida.
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS: 

JUZGADO SEXTO PENAL DEL CIRCUITO DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA: Puso en conocimiento la actuación adelantada por ese Despacho frente al incidente de desacato promovido por la señora Zulma Stella Celis Martínez como agente oficiosa del menor Juan David González Celis.
Indicó que el 25 de enero de 2019, le correspondió por reparto conocer en grado de consulta el auto proferido por el Juzgado Séptimo Penal Municipal con Función de Control de Garantías, mediante el cual resultaron sancionados los Doctores Néstor Orlando Arenas Fonseca y Julio César Rojas Padilla, Presidente y Representante Judicial, respectivamente, de la EPS Medimás.
Explicó que ese Juzgado, en diversas providencias proferidas en fallos de tutela en contra de la EPS Medimás, ha acogido el pronunciamiento hecho por el Magistrado de esta Corporación, Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, en el que ha señalado “(…) que es el presidente a quien se le debe imponer la carga de asumir toda la responsabilidad en las sanciones que puedan ser impuestas por el incumplimiento de las acciones de tutela, razón por lo que los representantes judiciales no son responsables de acatar sentencias de tutela.”.
De conformidad con lo anterior, al resolver la consulta, ese Despacho consideró que quien debía ser sancionado dentro del incidente de desacato era el doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca, en su calidad de Presidente de la EPS Medimás, así como los Gerentes Regionales, sin que el Doctor Julio César Rojas Padilla, en su rol de representante judicial de la EPS Medimás pudiera asumir funciones que no le corresponden, lo que incidió para que la sanción impuesta a aquel por parte del Despacho fallador fuera dejada sin efectos, pero se mantuviera incólume frente al Presidente de la entidad incidentada.
JUZGADO SÉPTIMO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE PEREIRA Informó que dentro del trámite incidental, emitió el 18 de enero de 2018 auto en el que ordenó sancionar con 3 días de arresto y multa de 1 SMLMV a los Doctores Néstor Orlando Arenas Fonseca y Julio Cesar Rojas Padilla, funcionarios de la EPS Medimás. 
De igual forma, refirió que la decisión proferida en grado de consulta por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, la recibió el 5 de febrero de 2019, la cual fue notificada ese mismo día al Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación en la ciudad de Bogotá y a la Oficina de cobro coactivo.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

· Problema Jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si en la actuación adelantada por parte del Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira en grado jurisdiccional de consulta, con ocasión del trámite incidental de desacato promovido por la señora Zulma Stella Celis Martínez, como agente oficiosa del menor Juan David González Celis, en contra de la EPS Medimás, se desconocieron sus prerrogativas fundamentales, de manera que las decisiones allí tomadas deban dejarse sin efectos. 

· Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior, como mecanismo procesal específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

En el presente asunto, la acción constitucional va encaminada a atacar una decisión judicial, por ello, teniendo claro cuándo, de manera genérica, procede la acción constitucional, se hace necesario entrar a aclarar cuándo procede para atacar decisiones judiciales, para ello la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos conocidos como causales de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra sentencia judicial deviene en improcedente:

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho” 
. 
Así mismo, esa Alta Corporación ha definido
 dichos defectos así: 
“7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 
En el caso que concita la atención de la Colegiatura, la accionante no especificó cuál sería la causal específica por la que presuntamente incurrió el señor Juez Sexto Penal del Circuito en una vía de hecho en la resolución de su asunto, al desatar grado jurisdiccional de consulta frente al incidente de desacato conocido por el Juzgado Séptimo Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías; no obstante, de acuerdo a los argumentos descritos por ella en su libelo petitorio, se podría pensar que está invocando un defecto material o sustantivo por existir una contradicción entre los fundamentos existentes y la decisión tomada, además de una indebida motivación.    

Antes de abordar el tema puntual, vale la pena recordar en primer lugar el umbral fáctico que dio origen a su queja, el cual radica en una sentencia de tutela proferida por el Juzgado Séptimo Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías el 18 de diciembre de 2018, laudo mediante el cual, tras proteger los derechos fundamentales del menor Juan David González Celis, le impartió una serie de órdenes a la EPS Medimás, como solución para conjurar la transgresión hallada en esa oportunidad.  

A pesar de lo anterior, los Funcionarios de la EPS obligada que se encontraban llamados a desplegar las acciones para dar cumplimiento a la mencionada decisión, se mantuvieron en estado de indiferencia frente a las órdenes impuestas, situación que la motivó a promover un incidente de desacato a efectos de hacer cumplir el laudo judicial. 

Es así como acogiéndose al reclamo de la accionante, el Despacho cognoscente adelantó el trámite que estimó pertinente, y efectuó los requerimientos de rigor, vinculando al asunto a los Doctores Néstor Orlando Arenas Fonseca, Presidente de la EPS Medimás y Julio César Rojas Padilla, como Representante judicial de dicha empresa promotora de salud; una vez culminó el trámite incidental, fueron sancionados con tres días de arresto y el pago de 1 SMLMV.
Como es natural, al haberse proferido una decisión con sentido sancionatorio, el asunto arribó ante el superior jerárquico del Despacho fallador, en esta oportunidad el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, ello con el fin de verificar la legitimidad y legalidad de la sanción impuesta de acuerdo a los postulados del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, que indica: “La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción”, valoración que  es conocida como el grado jurisdiccional de consulta. 

Así las cosas, una vez analizado el contenido de la decisión puesta bajo su conocimiento, el Juzgado de segundo nivel consideró que era pertinente modificar la sanción impuesta en el sentido de que esta únicamente debía recaer en contra del doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca, en calidad de Presidente de la EPS Medimás, fundamentando su decisión en un pronunciamiento hecho por esta Corporación en pretérita oportunidad, con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, en la cual se sostuvo que “los representantes judiciales de las EPS no pueden variar el hecho de que el Dr. NÉSTOR ORLANDO ARENAS FONSECA presidente a nivel nacional de la EPS MEDIMÁS y por ende quien ostenta la superioridad respecto a los trabajadores de la entidad con cargas directivas, así se le quiera otorgar tal función a un funcionario de inferior nivel, al presidente es a quien se le debe imponer la carga de asumir toda la responsabilidad en las sanciones que puedan ser impuestas por el incumplimiento de las acciones de tutela, razón por lo que los representantes judiciales no son responsables de acatar sentencias de tutela”. 

Sin embargo, la señora Zulma Stella no estuvo de acuerdo con esa determinación, y por ende acudió al presente mecanismo de amparo para que aquí se mantenga incólume la decisión adoptada por el Despacho que falló la acción de tutela instaurada por ella en favor de su hijo, pues a su modo de ver, la decisión del Juzgado Sexto Penal del Circuito desmejoró notoriamente la garantía de cumplimiento a la sentencia, puesto que se está dilatando más el cumplimiento de las órdenes judiciales y la entrega de los medicamentos que requiere el menor. 
Nos encontramos entonces ante el deber de dilucidar si en efecto, la mácula referenciada por la accionante tuvo ocurrencia en el ya aludido trámite incidental de segunda instancia, para lo cual, se habrá de partir recordando que el artículo 230 Superior dota a los Jueces de la república de autonomía judicial e independencia en sus decisiones, así como de libertad interpretativa, al establecer que “…en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley”.  

Lo anterior se traduce en la imposibilidad de modificar por vía de tutela las decisiones que se profieran por parte del Juez natural de la causa concreta, a no ser que se logre evidenciar a simple vista una decisión arbitraria y caprichosa que involucre una vía de hecho, tal como se dijo en párrafos anteriores, ya que es una facultad inherente de los jueces cimentar sus decisiones en la interpretación propia y personal que hacen al analizar los casos que son puestos en su conocimiento, y tal garantía, permite entonces la preservación de los principios de seguridad jurídica, autonomía judicial y del juez natural, partiendo además del hecho de que en las decisiones que toma la judicatura, siempre habrá alguien que resultará “derrotado” con aquella, sin que ello implique una vulneración de sus derechos, siempre y cuando se hayan respetado las bases del debido proceso.  

Descendiendo al caso concreto, encontramos que la decisión proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito el pasado 30 de enero estuvo fundamentada en la interpretación que hace de los parámetros contemplados en los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991 referente al trámite incidental de desacato, y también apoyada en la tesis sostenida desde tiempo atrás por esta Sala de Decisión, por esta razón, partiendo de aquellos criterios, concluyó que el representante judicial de la EPS Medimás el Dr. Julio Cesar Rojas Padilla, de ninguna forma es competente para asumir funciones como superior jerárquico y funcional de esa entidad, como el llamado a obligar o conminar a las personas directamente encargaras de obedecer los fallos de tutela. 

Desde ese punto de vista, puede la Colegiatura afirmar que no se vislumbra una carencia de motivación o ausencia de justificación para las decisiones que el juez en su grado jurisdiccional de revisión tomó, ni tampoco hay un asomo caprichoso de su voluntad en la decisión que aquí se tuvo la oportunidad de revisar, de manera que ello coarta de entrada la posibilidad de modificar sus decisiones por medio de esta acción constitucional, al no advertirse la ocurrencia de una vía de hecho que así lo amerite.        

Por otra parte, debe puntualizarse que el Juez que de segunda instancia no está en la obligación de impartir aprobación a “ojo cerrado” y sin mayor análisis de las decisiones que son puestas a su consideración, pues el grado jurisdiccional de consulta ha sido diseñado precisamente para que se evalúe el grado de acierto o desacierto que a su criterio (no caprichoso), tiene el Juez inferior en la decisión evaluada. 

De acuerdo a lo anterior, se puede puntualizar que el juez que resuelve en grado de consulta el desacato está llamado a revisar la actuación, y con el fin de corregir los yerros en que pudo incurrir el de menor jerarquía, está autorizado para modificar la actuación si así lo considera necesario.

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, toda vez que como viene de decirse, a todas luces es evidente que no dan los requisitos para conceder la solicitud de amparo deprecada. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR la tutela invocada por la señora ZULMA STELLA CELIS MARTÍNEZ actuando en representación del menor JUAN DAVID GONZÁLEZ CELIS, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2010, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.


� Sentencia SU-241 de 2015
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